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Panel integrado por su presidente, el Juez Rodríguez Casillas, la Jueza 
Romero García y la Juez Méndez Miró1. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de abril de 2021. 

La parte recurrente, Lenny Santiago Rodríguez (Sra. Santiago), instó 

el presente recurso de revisión por derecho propio el 2 de diciembre de 

2020. Mediante este, impugnó la Decisión del Secretario del Trabajo y 

Recursos Humanos emitida el 23 de septiembre de 2020, notificada en esa 

fecha, por la Oficina de Apelaciones ante el Secretario del Departamento 

del Trabajo y Recursos Humanos.  

Por los fundamentos que exponemos a continuación, confirmamos 

la determinación recurrida.  

I 

El 22 de abril de 2020, la Oficina Local del Negociado de Seguridad 

de Empleo determinó que la Sra. Santiago era inelegible para recibir los 

beneficios del seguro por desempleo. En síntesis, sostuvo que, al amparo 

de la Ley Núm. 74 de 21 de junio de 1956, según enmendada, mejor 

 
1 Por motivo del retiro de la Hon. Nélida Jiménez Velázquez, la constitución de este Panel 
fue modificada. Véase, Orden Administrativa Núm. TA-2021-043, emitida el 11 de febrero 
de 2021. 
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conocida como la Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico, 29 LPRA 

sec. 701, et seq., la Sra. Santiago había renunciado a su empleo sin justa 

causa.  

No conforme, el 24 de junio de 2020, la Sra. Santiago presentó una 

apelación ante la División de Apelaciones del Departamento del Trabajo y 

Recursos Humanos. El 21 de julio de 2020, se celebró la vista evidenciaria 

ante el árbitro. A ella, no compareció el patrono Metro Pavía Healthcare 

Ctrs., Inc. En esa misma fecha, el 21 de julio de 2020, notificada el 24 de 

julio de 2020, el árbitro de la División de Apelaciones emitió una 

Resolución, en la que confirmó la determinación del Negociado de 

Seguridad de Empleo de denegar los beneficios del seguro por desempleo 

a la Sra. Santiago.  

Conforme a la determinación del árbitro, la Sra. Santiago trabajó 

para su patrono, Metro Pavía Healthcare Ctrs., Inc., como secretaria, por 

un período de tres (3) años. Según su propio testimonio, la Sra. Santiago 

renunció a su empleo por discrepancias con sus supervisores y por las 

condiciones del empleo. Testificó que se sentía incómoda y decidió 

renunciar, sin contar con otra oferta de empleo. A esos efectos, el árbitro 

concluyó que la Sra. Santiago había renunciado a un empleo adecuado, 

sin justa causa y sin haber agotado los recursos para conservar su empleo. 

Por tanto, denegó los beneficios de la Ley de Seguridad de Empleo de 

Puerto Rico conforme a la sección 4(B)(2), 29 LPRA sec. 704(B)(2), que 

dispone para la descalificación del derecho a recibir el beneficio del seguro 

por desempleo a aquellos reclamantes que renuncien a un empleo 

adecuado sin justa causa.  

Inconforme, la Sra. Santiago presentó un recurso de apelación ante 

el Secretario del Trabajo y Recursos Humanos. El 23 de septiembre de 

2020, notificada en esa fecha, el Secretario emitió una decisión, mediante 

la cual confirmó la determinación emitida por el árbitro el 21 de julio de 

2020.  
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Inconforme aún, la Sra. Santiago presentó una solicitud de 

reconsideración. El 2 de noviembre de 2020, notificada el 4 de noviembre 

de 2020, la Oficina de Apelaciones ante el Secretario del Departamento del 

Trabajo y Recursos Humanos declaró sin lugar la solicitud de 

reconsideración.  

En desacuerdo, la Sra. Santiago presentó por derecho propio el 

recurso de revisión judicial especial que nos ocupa, en el que señaló que 

había renunciado a su empleo como consecuencia del hostigamiento 

laboral al que había estado por parte de su supervisor inmediato, es decir, 

por causa justificada. A esos efectos, solicitó la aprobación de los 

beneficios de compensación del seguro por desempleo2.  

El 8 de abril de 2021, el Gobierno de Puerto Rico, por conducto de 

la Oficina del Procurador General, compareció. Con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, resolvemos.  

II 

A 

La Ley Núm. 74 del 21 de junio de 1956, según enmendada, 

conocida como Ley de Seguridad de Empleo de Puerto Rico (Ley de 

Seguridad de Empleo), 29 LPRA secs. 701, et seq., tiene como propósito 

“promover la seguridad de empleos facilitando las oportunidades de trabajo 

por medio del mantenimiento de un sistema de oficinas públicas de empleo 

y proveer para el pago de compensación a personas desempleadas por 

medio de la acumulación de reservas”. 29 LPRA sec. 701; Castillo v. Depto. 

del Trabajo, 152 DPR 91, 97-98 (2000).  

En lo pertinente, la Sec. 3 de la Ley de Seguridad de Empleo, 29 

LPRA sec. 703(a), establece que “se pagarán beneficios del fondo a 

trabajadores que estén desempleados y sean elegibles a beneficios”. A 

esos fines, la Sec. 4 indica las condiciones de elegibilidad para recibir los 

 
2 En específico, sostuvo que, “no est[aba] de acuerdo con la decisión [del Negociado de 
Seguridad de Empleo], porque, […] no trabajaba en un lugar donde las condiciones de 
trabajo eran aceptables y también [porque] intent[ó] de varias formas permanecer en [el] 
empleo[,] [p]ero el maltrato y las faltas de respeto eran inaceptables”. Véase, Recurso de 
Revisión Especial.  
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beneficios de desempleo y las causas que descalifican a un reclamante de 

recibirlos. 29 LPRA sec. 704 (a)(b). Así pues, si bien el carácter de la 

legislación es remedial, ello no significa que su interpretación liberal se 

extienda a tal extremo que se le reconozcan beneficios a quienes no 

cualifican. Castillo v. Depto. del Trabajo, 152 DPR, a la pág. 98. En 

específico, la Sec. 4 (b) dispone que: 

.              .            .             .            .            .            .             . 

(b) Descalificaciones- Un trabajador asegurado no será 
descalificado para recibir crédito por semana de espera o 
beneficios por cualquier semana de espera o beneficios por 
cualquier semana de desempleo a menos que, con respecto 
a dicha semana, el Director [del Negociado de Seguridad de 
Empleo] determine que:  
 
(1) No estaba apto para trabajar o no estaba disponible para 
realizar trabajo adecuado durante dicha semana; o 
 
(2) abandonó un trabajo adecuado voluntariamente y sin 
justa causa, en cuyo caso no podrá recibir beneficios por la 
semana en que abandonó el trabajo y hasta que haya 
prestado servicios en empleo cubierto bajo este capítulo o 
bajo la ley de cualquier estado de los Estados Unidos durante 
un período no menor de cuatro (4) semanas y haya 
devengado salarios equivalentes a diez (10) veces su 
beneficio semanal; o  
.              .            .             .            .            .            .             . 

 
29 LPRA sec. 704(b)(2). (Énfasis nuestro).  
 

A su vez, para determinar si un trabajo es adecuado para un 

reclamante y si medió justa causa para abandonarlo, el Director del 

Negociado de Seguridad de Empleo deberá considerar:  

el grado de riesgo para la salud, seguridad y moral del 
reclamante, su aptitud física para el trabajo, sus ingresos 
anteriores, la duración de su desempleo, sus posibilidades 
para obtener trabajo a tono con su mayor destreza, la 
distancia entre su residencia y el lugar de trabajo adecuado 
que se le ofrezca, sus posibilidades para obtener trabajo en 
su localidad, y otros factores que pudieran influir en el ánimo 
de una persona razonablemente prudente ubicado en las 
mismas circunstancias que el reclamante.  
 

29 LPRA sec. 704(c)(2).  

B 

Es norma reiterada que las decisiones de los organismos 

administrativos merecen la mayor deferencia judicial, pues son estos los 

que cuentan con el conocimiento experto de los asuntos que les son 
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encomendados. The Sembler Co. v. Mun. de Carolina, 185 DPR 800, 821 

(2012).  Al momento de revisar una decisión administrativa, el criterio rector 

para los tribunales será la razonabilidad de la actuación de la agencia.  

González Segarra et al. v. CFSE, 188 DPR 252, 276 (2013). 

 Así pues, las determinaciones de hechos de organismos y agencias 

“tienen a su favor una presunción de regularidad y corrección que debe ser 

respetada mientras la parte que las impugne no produzca evidencia 

suficiente para derrotarlas”. Vélez v. A.R.P.E., 167 DPR 684, 693 (2006).  

A esos fines, la revisión judicial ha de limitarse a determinar si la agencia 

actuó de manera arbitraria, ilegal, irrazonable, o fuera del marco de los 

poderes que se le delegaron. Torres v. Junta Ingenieros, 161 DPR 696, 708 

(2004).   

En fin, como ha consignado el Tribunal Supremo, la deferencia 

concedida a las agencias administrativas únicamente cederá cuando: (1) la 

determinación administrativa no esté basada en evidencia sustancial; (2) el 

organismo administrativo haya errado en la aplicación o interpretación de 

las leyes o los reglamentos que se le ha encomendado administrar; (3) 

cuando el organismo administrativo actúe arbitraria, irrazonable o 

ilegalmente, al realizar determinaciones carentes de una base racional; o, 

(4) cuando la actuación administrativa lesione derechos constitucionales 

fundamentales. IFCO Recycling v. Aut. Desp. Sólidos, 184 DPR 712, 744-

745 (2012). 

III 

En el presente recurso, nos corresponde determinar si el Secretario 

del Trabajo y Recursos Humanos incidió al confirmar la Resolución emitida 

el 24 de julio de 2020, por el árbitro de la División de Apelaciones del 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos que, a su vez, confirmó la 

determinación inicial de la Oficina Local del Negociado de Seguridad de 

Empleo de Puerto Rico de 22 de abril de 2020, que denegó a la Sra. 

Santiago los beneficios de compensación del seguro por desempleo. 
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Analizados los hechos a luz del derecho aplicable, concluimos que a la 

recurrente no le asiste la razón. Veamos. 

En primer lugar, nos hacemos eco de las expresiones esbozadas 

por un panel hermano en el caso KLRA201400847, a los efectos de que: 

“[n]o albergamos duda de que denegar los beneficios que la Ley de 

Seguridad [de] Empleo, […] podría conferir a una madre obrera que 

enfrenta la difícil decisión de renunciar a su empleo, con las consecuencias 

económicas que ello conlleva en el plano familiar, es una determinación 

que debe ser siempre evaluada con rigor, atentos a las particularidades de 

cada caso y al cumplimiento del criterio revisor determinante al efecto de 

que el expediente refleje evidencia sustancial que la sostenga”. Así pues, 

aunque somos sensibles a las implicaciones que tiene para la Sra. Santiago 

la determinación que hoy tomamos, el análisis desapasionado de los 

hechos particulares de este recurso nos impide acceder a lo solicitado.   

En la presente controversia, la Sra. Santiago adujo que renunció a 

su empleo por discrepancias con sus supervisores y por las condiciones 

del empleo. En específico, arguyó que “[se] vi[o] obligada a renunciar, 

[porque] no podía seguir trabajando [en un lugar] donde era maltratada [y] 

humillada, en un lugar donde no había ética profesional y donde no 

respetaban los derechos de los empleados ni de los seres humanos […]”3. 

Ante ello, arguyó que renunció por causa justificada, por lo que era 

acreedora de los beneficios del desempleo.  

Según el derecho expuesto, la Ley de Seguridad de Empleo dispone 

para la descalificación del derecho a recibir el beneficio del seguro por 

desempleo a aquellos reclamantes que renuncien a un empleo adecuado 

voluntariamente y sin justa causa. Según indicamos anteriormente, si bien 

el carácter de la Ley de Seguridad de Empleo es remedial, ello no significa 

que su interpretación liberal se extienda a tal extremo que se le reconozcan 

beneficios a quienes no cualifican. 

 
3 Véase, Recurso de Revisión Especial. 



 
 

 
KLRA202000502    

 

7 

De los autos ante nuestra consideración se desprende que la Sra. 

Santiago renunció voluntariamente a su empleo, sin justa causa y sin 

agotar los recursos internos para conservar su empleo. La razón esbozada 

por la recurrente, es decir, las discrepancias con sus supervisores y las 

condiciones del empleo no constituyen justa causa para su renuncia 4. 

De lo anterior es forzoso concluir, como lo hizo el foro recurrido, que 

la renuncia de la parte recurrente constituyó un abandono voluntario de un 

empleo adecuado sin justa causa. Por consiguiente, la Sra. Santiago no 

reúne los requisitos de elegibilidad; y, por tanto, no es acreedora de los 

beneficios por desempleo. Por todo lo cual, concluimos que el 

Departamento del Trabajo y Recursos Humanos actuó correctamente al 

determinar que la Sra. Santiago no era elegible para recibir los beneficios 

de compensación del seguro por desempleo.  

Recordemos que, conforme a la doctrina de revisión judicial, este 

Tribunal está impedido de variar aquellas determinaciones de una agencia 

administrativa que sean razonables y encuentren apoyo en el expediente. 

De los autos ante nuestra consideración no surge prueba alguna que varíe 

la determinación realizada por el Departamento del Trabajo y Recursos 

Humanos. La recurrente tampoco expuso las razones por las cuales 

debíamos revocar la determinación recurrida. Tampoco demostró que la 

agencia hubiese actuado de manera arbitraria, ilegal o irrazonable. Por 

ellos, procede confirmar la decisión impugnada.  

IV 

Por los fundamentos antes expresados, confirmamos la Decisión del 

Secretario del Trabajo y Recursos Humanos emitida el 23 de septiembre 

de 2020, notificada en esa fecha, por la Oficina del Apelaciones ante el 

Secretario del Departamento del Trabajo y Recursos Humanos.  

 

 
4 Una renuncia se entiende involuntaria cuando ha sido causada por las actuaciones del 
patrono. Rivera Figueroa v. The Fuller Brush Co., 180 DPR 894, 908 (2011); Soc. de 
Gananciales v. Royal Bank de P.R., 145 DPR 178, 199 (1998). Para que una renuncia 
voluntaria sea equiparada a un despido, la conducta del patrono debe ser de tal naturaleza 
que “la única alternativa razonable que queda al empleado es abandonar el cargo”. Vélez 
de Reilova v. R. Palmer Bros., Inc., 94 DPR 175, 179 (1967).  
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Notifíquese.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del Tribunal 

de Apelaciones.  

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


